Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 11:08). 


—La Comisión Especial de Deporte tiene el gusto de recibir nuevamente a los representantes 
del Ministerio del Interior: al Subsecretario, licenciado Jorge Vázquez; al Director de Planificación y 
Estrategia Policial, Comisario General Retirado Julio Del Río y al asesor, doctor Celestino Conde, a los 
efectos de conocer su opinión sobre el proyecto de ley de Derecho de admisión y permanencia en 
espectáculos públicos aprobado por la Cámara de Representantes. Algunos señores senadores tienen 
algunas preocupaciones adicionales y queremos saber, a criterio del Ministerio del Interior, cómo se 
pueden resolver en el presente proyecto de ley. 


Tiene la palabra el señor Subsecretario del Ministerio del Interior. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Buenos días. Estuvimos analizando el proyecto de ley que se nos remitió 
y, en términos generales, estamos de acuerdo, es decir, no tenemos objeciones para hacer. Sí nos 
gustaría hacer alguna aclaración. Cuando en el proyecto de ley se habla del derecho de admisión se 
menciona lo que se puede hacer con él, pero no se lo define. 


En nuestro pasaje por la comisión al considerarse la erradicación de la violencia en el deporte 
hicimos un acuerdo con la Federación Uruguaya de Basketball y se estableció el concepto de «derecho 
de admisión». El artículo 6% del acuerdo establece: «Se entiende por Derecho de Admisión y 
Permanencia la potestad reglamentaria de permitir o restringir el ingreso y/o permanencia de aquellos 
espectadores que en forma individual o colectiva no se ajusten a las condiciones previamente 
establecidas por las autoridades públicas y/o Instituciones organizadoras en materia de ingreso, 
seguridad e higiene o de aquellas personas sobre quienes pese inhibición legal dispuesta por la 
autoridad competente». 


Nos parece que es un concepto bastante ajustado de lo que entendemos por derecho de 
admisión que quizás se podría considerar para incluirlo en este proyecto de ley. Fuera de eso no 
tendríamos mayores objeciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito, independientemente de que conste en la versión taquigráfica, que 
nos hagan llegar una copia del acuerdo, ya que puede haber otros elementos a tener en cuenta. 


SEÑOR CONDE.- Es el artículo 6. del protocolo en materia de seguridad suscrito en el año 2009 entre 
el Ministerio del Interior y la Federación Uruguaya de Basketball. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insistentemente se han planteado aquí por parte de diferentes delegaciones y 
algunos señores senadores dos temas que no sé si habría que incorporarlos en la reglamentación. 


En primer lugar, cómo apela la persona que se siente mal incluida en la lista de quienes tienen 
vedada la admisión y, en segundo término, si es posible establecer una especie de diferenciación entre 
las conductas, ya que no es lo mismo proferirle un grito a un árbitro que tirarle un objeto contundente a 
la autoridad policial. La exclusión debería tener garantías bien claras para saber por cuánto tiempo 
están excluidos unos y otros. Está claro cuando existe una falta y el juez procesó, porque la persona 
debe estar previamente en la comisaría, tiene que ir dos horas antes del partido y retirarse dos horas 
después por el tiempo que la Justicia determine. Pero, en este caso, estamos ante un privado que le 
dice a otro que no puede entrar porque lo considera así. Eso genera preocupación en algunas 
instituciones —que también compiten electoralmente y es muy fácil excluir a la oposición— porque 
necesitan tener argumentos de mayor peso al momento de decir que una persona no puede ingresar. 
Todo el mundo actúa de buena fe hasta que ocurre lo contrario. 


Me gustaría saber si tendríamos que definir que la reglamentación determine las distintas 
casuísticas que deberían existir, ya que no se puede prever la totalidad de las conductas, pero algunas 


son más frecuentes que otras. No es bueno que una persona que cometió una inconducta leve sea 
excluida por el mismo tiempo que otra que cometió una inconducta grave. Además, deberían existir 
mecanismos que permitan que la persona apele si fue mal excluida o la confundieron con otra. Por 
ejemplo, el nombre Juan Rodríguez es muy común y, de repente, se excluye al Juan Rodríguez 
equivocado. 


Me gustaría conocer la opinión del ministerio al respecto y saber cómo se puede subsanar esa 
situación. Si bien no creo que se deba incorporar la casuística a la ley —porque eso es lo que después 
provoca problemas-—, habría que abrir una ventana para que la administración pudiera —en base a su 
experiencia— determinar esos asuntos. 


SEÑOR BORDABERRY.- En las disposiciones citadas no están incluidas las normas constitucionales 


previstas en el artículo 4.*: Ley n.2 19.315, Ley Orgánica Policial, y Ley n.* 18.315 sobre procedimiento 
policial. Sería bueno que se incluyeran y distribuyeran. 


Parecería que el artículo al que se hizo referencia deja el tema zanjado pero deberíamos 
considerarlo expresamente. Me refiero a si la Policía debe o no intervenir. El artículo refiere a que los 
propietarios administradores son los que deben estar a cargo de la seguridad en los espectáculos 
públicos, sin perjuicio de las facultades que tienen la Ley Orgánica Policial y la Constitución de la 
República con respecto al propio ministerio. 


Mi pregunta es si eso no habría que precisarlo más claramente, aprovechando esta instancia 
de elaboración de una ley para no tener que volver a la vieja discusión que tuvimos tantas veces 
acerca de quién debe solucionar el tema: el gobierno, el ministerio o los privados, y si la Policía debe o 
no debe ingresar. 


Reitero que quizás esta sería una buena oportunidad para precisar este tema y terminar con 
esa discusión para dejar bien claro que una cosa es la actuación de la Policía frente al delito y otra, la 
seguridad en un evento deportivo. Junto con eso, si por el artículo 4. estamos dando la 
responsabilidad de la seguridad en el recinto privado a los organizadores, consulto si no deberíamos 
incluir también normas más precisas en cuanto a las facultades de los privados. Muchos de los que 
concurrieron a esta comisión nos hicieron saber especialmente que había determinadas facultades que 
no tenían o no podían cumplir los privados en materia de seguridad y creo que todos concluimos que 
es necesario legislar sobre eso también. Eso es lo que quería preguntar. No sé si fui claro; tal vez fui 
muy rápido e hice tres o cuatro preguntas a la vez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra al señor Subsecretario, quiero informar lo 
siguiente, que puede estar o no considerado y se puede establecer. 


Nosotros solicitamos que el proyecto de ley relativo a las potestades de las empresas de 
seguridad donde se hace referencia especialmente a esto que ahora está a consideración de la 
Comisión de Constitución y Legislación pase a esta comisión para ser analizado en este ámbito. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a pedir que también sean remitidos a esta comisión los proyectos de ley 
sobre violencia en el deporte y registro del hincha porque de esa manera tendremos todo junto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No sé si en la ley, pero en la reglamentación creo que se podría incluir 
algo sobre el tiempo que las personas pueden estar excluidas de ingresar a los espectáculos 
deportivos porque, como bien planteaba el señor presidente, hay distintas situaciones. Está claro 
cuando la persona pasó por un juzgado penal y el juez determinó el tiempo y también cuando van a los 
juzgados de faltas y el juez dispone un tiempo equis en el que no pueden concurrir a los espectáculos 
deportivos. Sin embargo, fuera de ese contexto, cuando se incluye a algunas personas en la lista 
porque participaron en algún hecho violento, no está determinado aún cuánto tiempo van a integrar la 


lista que los inhabilita a ingresar a los espectáculos deportivos. Pienso que eso se podría reglamentar 
con referencia a los casos en que la Justicia aún no tomó decisión. 


Hasta ahí entendí el planteo; el resto, por lo que dice el señor presidente, me parece que 
vendría a incorporarse a esta ley o la complementaria. ¿Es así? 


SEÑOR MIERES.- Me parece que la idea sería contar con dos instrumentos legislativos diferentes. 
Este sería sobre el derecho de admisión y permanencia, y luego habría un proyecto de ley sobre la 
regulación de la guardia de seguridad privada. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Serían separados, ¿no? 
SEÑOR MIERES.- Sí, serían separados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro, por lo menos en lo personal, que es de recibo que en la ley se 
debe definir el objeto, lo que es derecho de admisión y de permanencia. 


Con respecto al tema de la apelación de quien pueda estar mal incluido, no olvidemos que es 
un derecho constitucional que tiene la persona. El tema es a dónde referirlo; la reglamentación tiene 
que definir dónde debe apelar y el tiempo de durabilidad de una sanción de las que no están juzgadas 
por el Tribunal de Faltas ni por la Justicia penal en el ámbito privado. 


Habría que reducir al mínimo los espacios de subjetividad para que el derecho de admisión no 
se transforme en otro tipo de exclusión. Agradecemos muchísimo los aportes realizados y los 
analizaremos en la comisión. Esperemos no tener que consultar más sobre este asunto. 


Consulto al señor senador Bordaberry si quiere hacer alguna pregunta concreta —adelantando 
la opinión— al Ministerio del Interior sobre las empresas de seguridad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Han comparecido muchas delegaciones y todas hicieron mención a la 
necesidad de tener una regulación al respecto. Si el Ministerio del Interior quiere pronunciarse en ese 
sentido, no hay problema, aunque después se analizará el tema cuando nos remitan el proyecto de ley. 
Obviamente, las empresas contratadas que brindan estos servicios tienen determinadas carencias en 
cuanto a sus facultades. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tenemos conocimiento de las dificultades que ellos tienen para 
desempeñar esta tarea. De hecho, la Policía ha estado trabajando con las empresas de seguridad que 
han sido seleccionadas por la AUF para prestar garantías en los espectáculos deportivos. Además, los 
fiscales y algunos abogados han trabajado con ellos sobre el marco jurídico que los ampara. En cuanto 
a la Guardia Republicana, sabemos que les ha dado algún tipo de instrucción sobre defensa personal, 
modos de contención y todo lo que puede estar comprendido dentro del marco de la ley que ampara a 
las empresas de seguridad. El Ministerio del Interior está dispuesto a considerar la posibilidad de 
brindar más apoyo a las empresas de seguridad para que tengan más garantías y sean más eficientes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Una de las preocupaciones que plantearon era qué podían hacer o no, es 
decir, qué tipo de violencia —en el buen sentido de la palabra— pueden ejercer frente a un desmán. Por 
ejemplo, supongamos que hay cinco o seis personas que se están peleando, ¿qué pueden hacer? 
¿Pueden ingresar y ejercer violencia para pararlos? ¿Pueden llevárselos? Señalaron que, por lo 
general, cuando pasa eso se van. Tratan de convencerlos y, si no pueden hacerlo, se van y no 
intervienen. Si hacemos una comparación con las empresas de seguridad de caudales, que portan 
revólveres importantes, supongo que si vienen a robarlos están habilitados a utilizarlos y, por ende, 
deben tener una regulación. Ahora quisiéramos saber a qué están habilitadas estas empresas. ¿Qué 
violencia podrían ejercer? Ahí es donde ven el vacío de su actuación. Por esa razón, cuando se 
produce el hecho de violencia deciden irse. Es un tema para el que, en lo personal, no tengo 
respuesta, pero deberíamos encararlo porque creemos que ahí hay un vacío legal. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Se ha estado trabajando para definir el marco legal que las ampara hoy 
en día y darles herramientas para que no se vayan sino que se queden y, en todo caso, soliciten la 
colaboración de la policía, que es lo que está establecido. Cuando la situación excede la posibilidad de 
respuesta de la empresa de seguridad interviene la autoridad policial para reprimir el hecho. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a contar una anécdota. Estaba viendo el partido de Wanderers y Villa 
Española; a los dos minutos del inicio el Chapita Blanco hizo dos goles y a los treinta minutos íbamos 
tres a cero. Era una tarde espléndida. Los de Villa Española —Wanderers siempre le da al visitante la 
tribuna de enfrente- se empezaron a pelear entre ellos. Eran quince peleándose, los guardias de 
seguridad de Wanderers no intervenían y la Policía estaba en la otra esquina. Todos queríamos 
disfrutar del fútbol. ¿Sabe qué pasó, señor Subsecretario? El Bigote López, capitán de Villa Española, 
que había jugado en Wanderers, salió hacia afuera de la cancha, se sacó la camiseta, dio la vuelta — 
conocía el Parque Viera porque había jugado—, se subió a la tribuna, los paró y los echó del estadio. 
¡Ese es el fútbol uruguayo! ¡Maravilloso! Los echó del estadio, se fueron y seguimos adelante. Es 
anecdótico que, al volver el Bigote López, el juez le sacó tarjeta amarilla porque se había sacado la 
camiseta sin haber pedido permiso para salir, con lo cual todos nos pusimos a gritar a favor del Bigote 
y criticamos al juez. En fin, debería haber alguna forma de saber qué se puede hacer para ser más 
efectivos. Hablo del Parque Viera, que debe ser de los lugares más tranquilos que hay; imaginen que 
eso pasara en el Estadio Centenario. Me parece que hay un vacío en cuanto a cómo debe ser la 
actuación de los guardias; es un tema que ellos plantearon cuando vinieron acá. Si el ministerio tiene 
algo para mandarnos junto con el proyecto de ley sería bueno para nuestro trabajo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Creo que tenemos que depositar las esperanzas en las cámaras de 
identificación facial. Es un sistema bastante disuasivo, porque uno puede participar de un evento de 
esos, pero sabe que al siguiente partido no entra. Por lo tanto, me parece que así como hemos ido 
confeccionando una lista de alrededor de trescientas personas inhabilitadas para entrar, hay mucha 
gente que va a los espectáculos y, si bien habitualmente no es violenta, se manifiesta de esa manera 
en el espectáculo deportivo. Depende de cómo se da el partido, cuál es el contexto y cómo se 
comporta la hinchada. 


Asimismo, nos han planteado que, si invaden el campo de juego, la guardia privada no puede 
detenerlos y es probable que la Policía tampoco. Ahora, si advertimos que si alguien invade el campo 
de juego no va a entrar a la cancha por un año, no sé si lo van a hacer. Repito: no son personas que 
habitualmente sean violentas, pero se manifiestan de esa manera en el contexto de un partido donde 
hay mucho fervor. 


Estoy muy esperanzado —y convencido de que va a ser así- en que este sistema de 
identificación facial disminuya paulatinamente las manifestaciones violentas en los espectáculos 
deportivos. Creo que deberíamos festejar que ayer hubo un partido de básquetbol con cerca de cinco 
mil personas y se desarrolló muy bien. Desde el momento en que se tomaron las medidas de control e 
instalación de cámaras en el estadio, creo que venimos transitando por un período de bastante calma. 
También es cierto que se ha detenido a muchas personas y otras tantas han pasado por la Justicia. Ha 
quedado en evidencia que muchas cosas que veníamos planteando desde hace muchos años 
realmente estaban sucediendo. 


SEÑOR CARÁMBULA..- Creo que las cámaras están dando resultado. La AUF cumplió con los plazos 
acordados y se puede identificar rápidamente a los responsables de un hecho violento. El Estadio 
Centenario ya las tiene pero, ¿qué ocurre con los otros dos grandes estadios, el Gran Parque Central y 
el Campeón del Siglo? ¿Ya están instaladas las cámaras y están funcionando en coordinación con el 
Ministerio del Interior? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No, todavía no. La AUF cumplió con los plazos acordados para instalar 
las cámaras en el Estadio Centenario y adquirir seis equipos portátiles que van a estar en las puertas 
de las canchas chicas para evitar que los que están registrados como violentos entren al espectáculo. 


Peñarol y Nacional tienen otros tiempos. En el caso de Peñarol, que terminó su estadio hace 
relativamente poco, tiene una infraestructura que admite la instalación de cámaras sin necesidad de 
hacer mucha obra, pero Nacional está haciendo el estadio y, a medida que avance con la obra, se 


instalará el sistema. Creo que los plazos para Peñarol son junio o julio y para Nacional depende de 
cómo avance la obra. En los dos casos se está cumpliendo con los plazos acordados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos que hayan atendido nuestras inquietudes y esperamos vernos 
pronto para festejar. 


(Se retiran de Sala el Subsecretario del Ministerio del Interior y asesores). 
(Ingresan a Sala los representantes de la Secretaría Nacional del Deporte). 


—Es un placer para la comisión recibir a la delegación de la Secretaría Nacional del Deporte, 
encabezada por el Secretario Nacional del Deporte, profesor Fernando Cáceres; el Subsecretario 
Nacional del Deporte, doctor Alfredo Etchandy, y el doctor Federico Perroni, asesor de dicha secretaría. 


El propósito de la invitación es conocer su opinión sobre un proyecto de ley que refiere al 
derecho de admisión, que está a estudio de esta comisión y ya cuenta con media sanción de la 
Cámara de Representantes. Sabemos que la Secretaría Nacional del Deporte ha trabajado en este 
tema y por eso nos parecía importante consultarla. 


Recién se retiró una delegación del Ministerio del Interior que nos hizo algunas precisiones 
que podemos compartir, como definir lo que es el derecho de admisión y de permanencia. Nos 
recordaron un acuerdo que existe con el básquetbol que podría ser de utilidad. Lo informo para ir 
adelantando lo que hicimos. 


Por nuestra parte, planteamos una preocupación que manifestaron distintas delegaciones 
sobre la potestad que se debería tener al fijar la reglamentación de que los tiempos de no admisión 
varíen. En los casos de faltas con procesamiento judicial no hay ningún problema, pero cuando actúan 
los privados hay cierta arbitrariedad que debería tener garantías; esta es una cuestión. La otra es cómo 
hace para apelar la persona que se siente mal incluida. Esta situación no está bien delimitada en el 
proyecto de ley y debería estar sujeta a la reglamentación. 


Además, tal como señalaba el señor senador Bordaberry, se citan algunos artículos que 
conviene precisar bien. Por ejemplo, el artículo 4.? establece quién es el responsable que debe cumplir 
con las medidas de seguridad que determine la reglamentación, pero no está claro cuándo actúa uno u 
otro. Por otra parte, se están considerando en otra comisión —pero vamos a estudiarlo también en 
esta— las potestades de las empresas de seguridad que actúan en el deporte. Aquí hay ausencia y ello 
lleva al repliegue de quienes teóricamente deben actuar. 


Señalo estos antecedentes para no repetir lo mismo —aunque podría ser bueno ahondar en el 
tema- y escuchar la opinión de la Secretaría Nacional de Deporte respecto a este proyecto de ley. 
Obviamente estamos receptivos a los datos que puedan aportar. 


SEÑOR CÁCERES.- Antes que nada queremos agradecer la invitación por parte de la comisión para 
recoger nuestra modesta opinión. En función de que la secretaría es una institución que se ha creado 
recientemente voy a corregir los cargos que representan quienes me acompañan: doctores Alfredo 
Etchandy, subsecretario nacional de deporte y Federico Perroni, asesor jurídico, con quienes venimos 
trabajando en este tema desde hace mucho tiempo, aun desde antes de asumir esta responsabilidad. 
Incluso, nuestro trabajo respecto al derecho de admisión fue incluido en un borrador - 
anteproyecto de ley- que presentamos en la Comisión Especial de Deporte de la Cámara de 
Representantes hace ya más de dos años, sobre diferentes aspectos de las condiciones de seguridad 
de los espectáculos de fútbol. Allí estaba incluido un capítulo específico en torno al derecho de 
admisión. 


Creemos que este proyecto de ley cubre una necesidad muy importante para garantizar las 
condiciones de seguridad en los espectáculos públicos. Fue analizado detenidamente y celebramos su 


presentación, redacción y contenido que compartimos en todos sus términos. Por lo tanto, no tenemos 
más comentarios que hacer, salvo compartir el contenido. 


La observación que hace el señor presidente respecto al aporte que realizara el Ministerio del 
Interior es correcta. Desde hace mucho tiempo esta cartera tiene un acuerdo con el básquetbol y en un 
artículo específico define el derecho de admisión con mucha precisión y alineado al contenido de este 
proyecto de ley. 


De todos modos, me permitiría hacer un comentario, a propósito de lo que mencionó el señor 
presidente respecto a las empresas de seguridad que trabajan en este ámbito. Quiero comentarles que 
eso también es materia de preocupación para la secretaría y queremos compartir con los señores 
senadores una iniciativa que está bastante avanzada. 


Los requerimientos en materia de seguridad en los espectáculos públicos han desbordado, 
desde hace mucho tiempo, la capacidad de la fuerza pública y por esa razón proliferan las empresas 
de seguridad que brindan servicios con personal cuya formación es uniforme y no da cuenta de las 
características específicas de algunos espectáculos que requieren cierto nivel de especialización, 
particularmente los artísticos y los deportivos, con especial atención a los futbolísticos. Comprobamos 
esta dificultad, esta ausencia de formación específica de un personal en empresas de seguridad que 
habitualmente sufre una rotación muy importante, es decir, gente que ingresa pero no permanece en su 
puesto de trabajo, lo cual agudiza esta carencia. En ese sentido, hemos trabajado mucho con la UTU, 
con el Consejo de Enseñanza Técnico Profesional, con el Inefop, con el Ministerio del Interior, con la 
Intendencia de Montevideo y con los expertos de la empresa inglesa SGSA, que tiene a su cargo la 
seguridad de la Premier League, entre otras responsabilidades. También hemos trabajado con gente 
de las empresas de seguridad en la elaboración de cursos de capacitación en dos niveles, que 
eventualmente puedan ayudar a preparar a trabajadores con el perfil necesario para realizar la tarea. 
En ese sentido, hay un nivel de capacitación básico para los guardias de seguridad y un nivel un poco 
más exigente para cargos de coordinación, gerencia, con una denominación que está sujeta a 
corrección pero que apuntaría a la gestión de entornos seguros. Es una terminología que elegimos 
para no interferir con el léxico policial y que implica una cierta apertura conceptual. 


Como expresé, estamos trabajando en este tema y ya estamos en una fase final puesto que 
los contenidos programáticos están más o menos avanzados. Estaríamos en condiciones de poder 
impulsar estos cursos no para este segundo semestre, como hubiéramos querido, sino para el año que 
viene, lo que vendrá muy bien para un personal que no posee la formación necesaria, al menos en los 
espectáculos artísticos y futbolísticos. 


Es todo cuanto tenemos para decir. 


SEÑOR MIERES.- Con relación a la toma de decisiones respecto al derecho de admisión por parte del 
organizador de un espectáculo público, que no implique repercusiones judiciales, creo que hay una 
disposición en la norma que establece que el organizador tiene que dar las garantías correspondientes 
a quien queda afuera del espectáculo. En este caso, no corresponde establecer un ámbito de 
apelación público porque estamos en el campo de la voluntad de los privados ya que es el organizador 
el que decide quién entra y quién no. Lo que no puede es violar la ley antidiscriminatoria, es decir, no 
puede usar el derecho de admisión para disponer algún tipo de discriminación arbitraria. Me gustaría 
saber cuál es la opinión de la secretaría sobre este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nunca pensé que el órgano de apelación estuviera dentro del Estado, porque 
se estaría invadiendo su órbita, pero hay que tener en cuenta que los clubes pertenecen a 
federaciones. Todos hablan del sacrificio que significa llegar a ser dirigente deportivo y lo que son las 
contiendas electorales. Alcanza con recordar lo que ocurrió con alguna institución donde su presidente 
tuvo que renunciar si bien había ganado las elecciones. Por ejemplo, puede ocurrir —-porque no hay 
algo que indique lo contrario- que, de repente, basados en el derecho de admisión, se le impida 
ingresar al estadio —no quiero nombrar la institución— a esas personas que fueron destituidas, 
quedando inhabilitadas para ingresar. Entonces, si esa persona va a apelar ante la misma institución, 
no parece que la situación vaya a cambiar. Tiene que haber algo más objetivo que determine dónde 
apela, ya sea la asociación o una federación. Acá está establecida la garantía, pero si no opera como 


tal, no funciona. Quiero saber cuál es la opinión que los invitados tienen respecto de este tema, ¿dónde 
se ejerce la garantía? Todo el mundo actúa de buena fe hasta que un día ocurre lo contrario, por eso 
hay que preverlo. 


SEÑOR ETCHANDY.- Simplemente, quiero compartir lo que dijo el profesor Fernando Cáceres y el 
señor senador Mieres. 


Este es un tema que desde hace mucho tiempo está en el tapete y necesitaba, de alguna 
manera, una ley que lo aggiornara, que estableciera claramente qué es el derecho de admisión, quién 
tiene la potestad de ejercerlo, sobre todo, en los espectáculos públicos, fundamentalmente, el fútbol y 
el básquetbol que son, precisamente, los dos deportes donde ocurren algunos hechos de violencia. El 
básquetbol, por su lado, ha trabajado mucho mejor que el fútbol, ha sido mucho más duro y los temas 
relacionados con los grupos de personas que colaboran dentro de los estadios, generalmente, han 
funcionado. También, por supuesto, cuando es requerida, la Policía ha actuado. 


Con respecto a este tema, creo que esta iniciativa va en el mismo camino que la propuesta 
que presentó la Secretaría Nacional del Deporte. En primer lugar, se propone establecer claramente 
que el organizador del espectáculo es el que tiene la potestad, es decir, que es de carácter voluntario 
como si uno hiciera una fiesta en su casa: invita a quien quiere y tiene derecho a dejar entrar a quien 
quiere. Hay algunas limitaciones que están establecidas por ley y hay que evitar todo lo que tenga que 
ver con una simple discriminación y no con un ingreso de una persona a un espectáculo deportivo. 
Cuando hablamos de derecho de admisión, de alguna manera, estamos uniendo también el derecho 
de permanencia porque una persona que está habilitada para ingresar, de repente, en determinado 
momento del espectáculo genera un problema y entonces debe ser sacada y quizás ya no se le 
permite ingresar para el próximo espectáculo. Sí parece correcto y necesario establecer que las penas 
tampoco pueden ser de por vida porque estaríamos en contra de normas muy claras y de superior 
rango que, de algunas manera, dan una serie de garantías a los ciudadanos y que, en ese sentido, hay 
que mantener. Entonces, parece lógico que cuando se aplica una pena de esta naturaleza sea por un 
tiempo determinado y que posteriormente la persona quede nuevamente habilitada. También podría 
establecerse que en caso de reincidencia, la condena o sanción que se aplique sea mayor. 


Ahora bien, creo que es bueno que quede definido por ley el concepto de «derecho de 
permanencia», y que los organizadores son quienes tienen la potestad de llamar a la Policía cuando 
necesiten para que esta ayude a operar ese derecho, tal como se ha venido haciendo hasta ahora en 
las reuniones de la Comisión Honoraria para la Prevención, Control y Erradicación de la Violencia en el 
Deporte creada por la Ley n.* 19.751. 


Por supuesto que todo es perfectible y algunas cosas pueden mejorarse pero es 
trascendente, necesario, y a esta altura creo que conveniente, que esto quede establecido por ley. Por 
eso estamos dando nuestro apoyo en ese sentido, porque compartimos los términos del proyecto de 
ley. En el borrador que había presentado la Secretaría Nacional del Deporte estaban incluidos el tema 
de derecho de admisión, el relacionado con un fiscal deportivo y el de la responsabilidad penal de 
quienes colaboran con las personas que cometen hechos violentos. Eso fue modificado por algunos 
representantes nacionales que han presentado otro proyecto de ley que se encuentra a consideración 
de la Cámara de Representantes. 


Sin más aclaraciones, quedamos a las órdenes para colaborar en lo que estimen necesario. 


SEÑOR PERRON!.- Con relación a la posibilidad de apelación, debo decir que esta funciona por la vía 
de los hechos. El derecho de exclusión o de no admisión se aplica desde el punto de vista práctico: se 
excluye a una persona o no se le permite el acceso por determinadas razones que están esgrimidas en 
el proyecto de ley. Como la referencia está en la Ley n.” 17.817, para mí la defensa de la persona 
podrá consistir en presentar una denuncia en la Comisión Honoraria contra el Racismo, la Xenofobia y 
toda otra forma de Discriminación alegando haber sido discriminada. De aplicarse esta ley de este 
modo, no solo habría que hacerlo para los espectáculos deportivos sino también en el caso de los 
espectáculos culturales. De ahí que podría impedirse el ingreso de una persona a un teatro o a un cine, 
y quizás esta sea la herramienta que tenga la persona para su defensa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer un poco de abogado del diablo. Cuando empezamos a dictar 
normas de esta naturaleza, con una intención que todos compartimos, que es evitar que las personas 
violentas, quienes arman líos y se pelean con violencia, ingresen a los espectáculos deportivos, de 
repente terminamos afectando a quienes no lo son o permitiendo conductas que excluyen gente 
aunque no haya esos motivos. En esta materia siempre lo mejor es aspirar al justo medio aristotélico. 
Considero que es distinta la situación cuando uno organiza una reunión en su casa. Creo que tengo 
derecho a mirar jugar al seleccionado uruguayo de fútbol por más que el espectáculo sea organizado 
por la Asociación Uruguaya de Fútbol, porque si yo no incurrí en ninguna conducta violenta, no tiene 
derecho a negarme la posibilidad de comprar una entrada; para mí, claramente, son situaciones 
distintas. 


En ese sentido, pienso que debiera haber algún tipo de forma rápida de amparo para que 
esto no suceda. Quizá, podría ser el recurso de amparo. Por ejemplo, Uruguay va a jugar con 
Argentina dentro de tres meses y si se excluye a alguien, la persona podría ir ante un juez y plantearle 
que lo han incluido en una lista, pero que no hizo nada malo. Solicita así el recurso de amparo, porque 
quiere ir a ver el partido. Creo que se podría dar ese derecho a ese ciudadano. 


Otro ejemplo podría ser el de alguien que se presenta con una lista en la elección del club 
Wanderers pero perdió y resulta que la nueva directiva lo excluye y no puede ir a ver a ese equipo. 


En fin, debiera haber algún mecanismo de prevención frente a los casos en los que injusta y 
arbitrariamente se incluye a alguien en esas listas para que tenga la posibilidad de probar ante la 
Justicia que no participó en ninguna pelea. La otra opción es pensar que, en realidad, un club es un 
organismo que está sometido al Ministerio de Educación y Cultura, como todas las federaciones, pero 
ingresar en ese berenjenal de recursos administrativos significa que cuando se terminó el proceso ya 
pasaron no un campeonato sino cinco. 


Considero que un instrumento más rápido podría ser la aplicación del recurso de amparo y a 
esos efectos se podría incluir un artículo en el que se contemple ese derecho a no ser excluido. 
Pensemos que para los uruguayos el fútbol tiene un valor muy importante, ¡cómo para que alguien sea 
excluido! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho vuestra comparecencia y los aportes brindados. 
SEÑOR CÁCERES.- Muchas gracias a los señores senadores. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 11:58). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


